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posterior Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 5 de
octubre de 1987. en una cuestión relativa a pretensión indemnizatoria
por error judicial En consecuencia, una vez conocido el procedimiento
creado ex novo, y adecuado para la formulación de la pretensión
indemnizatoria y en orden a prestar la efectiva tutela judicial del
derecho reconocido en ei artículo 121 C.E., no era procedente la simple
confirmación de la denegación administrativa previa, sino la remisión
a ese procedimiento regulado en la LOPJ para que se resolviese sobre el
fondo de lo planteado salvaguardando el plazo señalado en el art. 293.2
LOPJ. por cuanto la pretensión indemnizatoria se encontraba ya
fonnulada, y pendiente de resolución al entrar en vigor la LOPJ. Al no
hacerlo así el Tribunal Supremo, ha de convenirse con el Ministerio
Fiscal en que no. se llevó a cabo la tutela judicial efectiva del derecho del
recurrente, que hubiera exigido reconocer a éste la posibilidad de
acogerse al procedimiento previsto en el arto 293.2 LOPJ.

Por lo que al alcance del fallo se trata., debe contener una declaración
de nulidad de la Sentencia recurrida; así como, a efectos de reponer a
los recurrentes en su derecho, el reconocimiento del que tienen a iniciar,
dentro del plazo señalado en el arto 293.2 LOPJ el procedimiento en él
previsto para solicitar la indemnización que estimen les corresponda en
Derecho, obteniendo una nueva decisión administrativa sobre el fondo
de la pretensión formulada.

Ha decidido

Estimar parcialmente el amparo solicitado por doña Dolores Coronel
Pérez y don Andrés, doña Piedad, don Antonio, don Cayetano y doña
Rosa del Pilar Hurtado de Mendoza Coronel, y en su Vlrtud:

LO Declarar la nulidad de la Resolución del Ministerio de Justicia
de 14 de mayo de 1984, y de la Sentencia del Tribunal Supremo de lO
de marzo de 1987;

2.° Reconocer el derecho de los recurrentes a la tutela judicial
efectiva;

3.° Reconocer el derecho de los recurrentes a solicitar la indemni­
zación que estimen les corresponde en derecho- segun el procedimiento
previsto en el arto 293.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y dentro
del plazo señalado en el mismo, que habrá de computarse a partir del
día de notificación de la presente Sentencia.

4.° Desestimar el recurso en todo 10 demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estade».

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA.

Dado en Madrid, a diecisiete de julio de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral.-Carlos de 13 Vega Benayas.-Jesus Leguina Villa.-Luis
López Guerra.-José Vicente Oimeno Sendra.-Finnados y rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Ilorente, Presidente; don Antonio Truyol Serra, don
Eugenío Díaz Eimil. don Miguel Rodríguez-PIDero y Bravo-Ferrer, don
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo,
Magistrados, ha pronunciado

SENTENOA

En el recurso de amparo numo 897/87, promovido por don Andrés
Pedro Jiménez Alvarez y don Antonio Cerrillo Peligro, representados
por la Procuradora de los Tribunales doña Rosina Montes Agusti y
asistidos por el Letrado don Carlos carreto Ribot, contra la Sentencia
de la sala Primera del Tnounal Central de Trabajo, de 22 de mayo de
1987, recaída en grado de suplicación en autos sobre reclamación del
derecho fundamental a la educación. Han comparecido el Ministerio
fiscal y el Servicio· Andaluz de Salud, representado por la Procuradora
de los Tribunales doña OIga Gutiérrez Alvarez. Ha sido Ponente el
Magistrado don Antonio Truyol Serra, quien expresa el parecer de la
Sala.

demanda contra la Junta de Andalucía -Red de Asistencia Sanitaria de
la Seguridad Social de Andalucía- al amparo de la Ley 62/1978, de 26
de diciembre, de protección jurisdiccional de los derechos fundamenta­
les de la persona, en la que, invocando la vulneración del derecho a la
educación garantizado pm: el 3rt. 27.1 de la Constitución, interesando su
adscripción al tumo fiJO de noche para el curso académico 1986/1987.

b) la demanda. tramitada en los autos núm. 1.854/1986, fue
estimada por la 1Aagistratura de Trabajo núm. 3 de las de Sevilla, a la
que por reparto correspondió el asunto, en Sentencia de 10 de diciembre
de 1986, por considerar, en síntesis, que la pretensión deducida tenía
apoyo en el arto 27 de la Constitución,en el Convenio 140 de la
Organización Internacional del Trabajo, en el arto 22.1 del Estatuto de
los Trabajadores, en el Acuerdo Sindical de 1984 y en los propios actos
del Organismo sanitario, que había autorizado el cambio de tumo en los
cursos precedentes, sin acreditar ahora la existencia de circunstancias
justificativas de la denegación.

c) Interpuesto por la Junta de Andalucía recurso de suplicación,
sustanciado con el numo 1.000/87, la Sala Primera del Tribunal Central
de Trabajo lo estimó en Sentencia de 22 de mayo de 1989, por entender
en esencta y en lo que aquí cumple, que no se había vulnerado el arto
27 de la Constitución, porque la decisión de imponer a los actores la
realización de tumos rotatorios «no impide a los actores seguir reali­
zando debidamente sus estudios de Derecho, aunque con alg',Jna
dificultad o incomodidad, como se declara en la Sentencia de esta Sala
de 30 de abril de 1987, dictada ante un caso análogo al de autos».

3. En la demanda de amparo, los actores impugnan la Sentencia del
Tribunal Central de Trabajo de 22 de mayo de 1987 por no haber
remediado la vulneración del derecho fundamental a la educación del
arto 27.1 de la Constitución, padecida como consecuencia de la supresión
del tumo fijo de noche y adscripción a los turnos rotatorios de mañana,
tarde y noche que en detrimento de sus estudios universitarios fue
acordada por la Dirección de la Ciudad Sanitaria «Virgen del Rocío»,
infringiendo manifiestamente el derecho de preferencia en la elección de
turno de trabajo que, a juicio de los actores, deriva del arto 22.1 a) del
Estatuto de los Trabajadores-. del arto 57-2 del Estatuto de Personal no
Sanitario de las Insutuciones Sanitarias de la Seguridad Social, del
Acuerdo entre el Instituto Nacional de la Salud y las Centrales Sindicales
de 1984 y, por ultimo, del Convenio l40 de la Organización Internacio­
nal del Trabajo.

Aducen los. recurrentes que los derechos fundamentales y entre ellos
el derecho a la educación perviven pese a las obligaciones derivadas de
las relaciones laborales, sin que pueda perturbarse su ejercicio no sólo
en el nivel primario de la enseñanza general básica, sino también en el
nivel universitario, no pudiendo olvidarse la eficacia entre particulares
que tienen los derechos fundamentales y que ha quedado reflejada en las
jurisprudencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y del
Tribunal Constitucional. -

Por todo ello, se interesa de este Tribunal la anulación de la
Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Centrai de Trabajo de 22 de
mayo de 1987 y el reconocimiento del derecho de los actores a que se
les asígne y respete el horario del turno fijo de noche durante los
periodos lectivos de los cursos académicos de la Licenciatura de
Derecho.

Sala Segunda. Sentencia 129/1989. de 17 de julio. Recurso
de amparo 987/1987. Contra Sentencia del Tribunal Cen·
tral de Trabajo recaida en suplicación en autos sobre
reclamación por vulneracíón del derecho fUndamental a la
educación.
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l. Antecedentes

l. Por escrtito registrado en este Tribunal el 15 de julio de 1987,
doña Rosina Montes Agusti, Procuradora de los Tribunales, interpuso,
en nombre 'j representación de don Andrós Pedro Jiménez Alvarez y de
don Antomo Cerrillo Peligro, bajo la dire<:ción letrada de don Carlos
CarretoRIbot, recurso de amparo contra la sentencia de la Sala Primera
del Tribunal Centntl de Trabajo de 22 de mayo de 1987, revocatoria en
suplicación de la dietada por la Magistratura de Trabajo numo 3 de
Sevilla con fecha 10 de diciembre de 1986 en autos sobre reclamación
por vulneración del derecho fundamental a la educación.

2. Los hechos de los que trae origen la demanda de amparo son,
sucintamente expuestos, los que a continuación se relacionan:

a) Don Andrés Pedro Jiménez Alvarez y don Antonio Cerrillo
Peligro, mecánicos del servicio de mantenimiento de la Ciudad Sanitaria
«Virgen del Rocío», de la Red de Asistencia Sanitaria de la Seguridad
Social de And?lucía, matriculados como alumnos oficiales en la Facul­
tad de Derecho de la Universidad de Sevilla desde el curso académico
1983-84, y desde entonces adscritos al turno fijo de noche en la citada
Ciudad Sanitaria durante los pendos lectivos de la enseñanza universita­
ria, fueron, a partir del 28 de abril de 1986, separados de dicho tumo,
como consecuencia de su supresión, y asignado a los turnos rotatorios
de mañana, tarde y noche, ante lo cual los actuales recurreiltes
promovieron, con fecha 17 de octubre de 1986 y previo escrito dirigido
a la Dirección del Centro Sanitario, el 8 de septiembre anterior,
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4. Por providencia de 26 de octubre de 1987, la Sección Segunda
de la Sala Primera del Tribunal Constitucional acordó ádmitir a tramite
la demanda de amparo; y, en aplicación del arto 51 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional, dirigir comunicaciones al Tribunal central
de Trabajo, para que remitiera certificación o fotocopia adverada de las
actuaciones correspondientes al recurso de suplicación 1.000/87, y a la
Magistratura de Trabajo núm. 3 de Sevilla que hiciera lo propio respecto
de las actuaciones correspondientes a los autos núm. 1.857/86, previo
emplazamiento por plazo de diez días, para que puedan personarse en
el recurso de amparo y defender sus derechos, a quienes hubieran sido
parte en el procedimiento. excepto la recurrente en amparo, con
constancia en el emplazamiento de la exclusión de quienes quieran
coadyuvar con la demandante o formular cualquier impugnación y les
hubiera ya transcurrido el plazo para recurrir.

5. Recibidas de la Sala Primera del Tribunal Central de Trabajo
certificación del rollo original del recurso de suplicación núm. 1.000/87,
con fecha de 25 de noviembre de 1987 y de la Magistratura de Trabajo
núm. 3 de Sevilla testimonio de los autos 1:857/86 con fecha 27
siguiente, y registrado en este Tribunal el 1 de diciembre de 1987, escrito
por el que doña OIga Gutiérrez Alvarez, Procuradora de los Tribunales,
se persona en el recurso de amparo en nombre y representación del
Servicio Andaluz de la Salud, la Sección acordó por providencia de- 1 de
diciembre de 1987 tener por personado a dicho Servicio y dar vista de
las actuaciones a las partes pet'5onadas y al Ministerio Fiscal, para que
en el plazo común de veinte días puedan presentar las alegaciones que
estimen pertinentes conforme determina el arto 52.1 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional, siendo unicamente recibidas las de la
representación de la recurrente y el Ministerio Fiscal.

6. En su escrito de alegaciones, registrado en este Tribunal con
fecha 30 de diciembre de 1987, la representación de los recurrentes
ratifica íntegramente el escrito de la demanda, insistiendo en que el
derecho a la educación comprende los estudios superiores, .tiene una
dimensión prestacional que impone al le~slador, al ejecutivo y a los
Jueces y Tribunales el deber de hacer efectiVO tal derecho, que impregna
así las relaciones sociales, sin que la especial relación de sujeción en que
se sitúa el.trabajador frente a su empresario, titular del denominado
«POder,de <1irección» y de las facultades organizativas de la Empresa,
constituye una excepc:¡ón al planteamiento expuesto. •

7. El Ministerio Fiscal, en escrito re$istrado en este Tribunal con
ferha 31 de diciembre de 1987, tras exammar, en el marco de la Orden
de 27 de diciembre de 1983, el Acuerdo Sindical de 1984 con el
INSALUD, el Convenio 140 de la Organización Internacional del
Trabajo y el arto 22.1 a) del Estatuto de los Trabajadores, del que resulta
para el Ministerio Público que los recurrentes tenían preferenCIa al tumo
fijo de noche, que no fue respetado injustificadamente por la Dirección
del Centro Sanitario, alega que a su juicio, debe otorgarse el amparo
solicitado, ya que se ha vulnerado el derecho a la educación garantizado
en el arto 27.1 de la Constitución, que, sí bien tiene una dimensión
prestacional que podría conducir a la desestimación del amparo, pues la
adscripción efectuada por la Dirección de la Ciudad Sanitaria no
implicaba por sí misma que los actores no tuvieren acceso al derecho a
la educaci6n, este debe ser entendido en el contexto finalístico del arto
27.2 de la Constitución., orientado hacia el desarrollo de la personalidad
humana que los actores vieron dificultado por la decisión denegatoria
caprichosamente adoptada por la Dirección, y en el sentido que resulta
de la comunicación con el art. 27 de la Constitución del arto 22.1 a) del
Estatuto de los Trabajadores y el Convenio 140 de la Organización
Internacional del Trabajo.

8. Por providencia de 10 de abril se señaló para deliberación y
votación de esta Sentencia el día 22 de mayo siguiente, quedando
concluida el 17 de julio actual.

Il. Fundamentos jurídicos

l. Los recurrentes, integrados en la categoría de mecánicos en el
personal no sanitario de la Ciudad Sanitaria «Virgen del Rocío» de la
Red de Asistencia Sanitaria de la Seguridad Social de Andalucía,
matriculados como alumnos oficiales en la Facultad de Derecho de la
Universidad de Sevilla desde el curso académico 1983/84, y adscritos,
desde entonces hasta abril de 1986, al turno fijo de noche del servicio
de mantenimiento de dicha Ciudad Sanitaria, impugnan la Sentencia de
la Sala Primera del Tribunal Central de Trabajo de 22 de mayo de 1987,
por no haber reparado la vulneración del derecho fundamental a la
educación padecida, al decir de los actores, como consecuencia de su
separación, a partir del 20 de abril de 1.986, del tumo fijo de noche, a
raíz de la supresión de este turno, y posterior asignación a los tumos
rotatorios de mañana, tarde y noche que, acordada injustificadamente
por la Dirección del Centro Sanitario, ha perturbado la regular prosecu­
ción de los estudios de la Licenciatura en Derecho emprendidos en la
Universidad de Sevilla por quienes ahora solicitan el amparo de este
Tribunal.

2. La atribución a los Tribunales de Justicia de la tutela general de
los derechos fundamentales (art. 41.1 de la Ley Orgánica del Tribunal

Constitucional y 7.1 de la Ley Orgánica del P~er Judicial~ '1 el
propósito de asegurar, frente a eventuales vulnet1!C1ones, l~ ef~~:ujad
de los medios de reacción puestos por el ordenamIento a disposICIonde
sus titulares han conducido a este Tribunal, a través de una interpreta­
ción sistemática del arto 44.1 de su Ley Orgánica, a considera,: abierta la
vía del amparo constitucional para quienes no hayan obtemdo de los
órganos de la jurisdicción ordinaria la tutela de sus derechos fundamen­
tales frente a lesiones padecidas en el ámbíto de relaciones jurídicas
constituidas en los distintos órdenes de la vida social, y, entre ellos, en
el orden de las relaciones laborales, en el que también la omisión de
tutela jurisdiccional de los derechos fundamentales del trabajador pu~
ser impugnada a través del proceso contitucional de amparo, ~mo SI
fuese la resolución judicial la que incurriese en la vulneraCIón de
aquéllos (STC 55/1983, de 22 de junio, fundamento jurídico 5.°).

Pero el hecho de que, con arreglo a esta doctrina procesal, pueda el
trabajador hacer valer en amparo la omisión de la tutela jurisdiccional
en el ámbito laboral de sus derechos fundamentales y de que pueda
asimismo obtener del Tribunal Constitucional un pronunciamiento
acerca de si se ha producido o no la infracción que se dice no reparada
en vía jurisdiccional no significa, a diferenc~ de lo que los recurrentes
pretendan dar a entender, que este Tribunal haya reconocido que a los
derechos fundamentales del trabajador se anuden, como contenido
necesario de la relación laboral, y sin mediación legal o convencional
alguna, correlativas obligaciones o deberes del empresario exigibles por
aquél en defensa de sus derechos fundamentales y cuyo incumplimiento
provoque automáticamente una lesión de éstos que, de no ser judicial­
mente remediada, pueda ser deducida en demanda de amparo. Tal
planteamiento descansa sobre una inaceptable confusión de dos planos,
procesal y sustantivo, que deben aquí permanecer diferenciados.

3. En su dimensión objetiva, los derechos fundamentales, que
informan todo el ordenamiento jurídico, se erigen en componentes
estructurales básicos del mismo en razón de que son la expresión
jurídica de un sistema de valores que, por decisión del constituyente, ha
de informar el conjunto de la organización jurídica y políuca (STC
53/1985, de 11 de abril, fundamento jurídico 4.°). La Significación que
estos derechos adquieren dentro del orden constitucional impone a los
poderes públicos el deber de garantizar su efectiva vigencia y, especial­
mente, obliga al legislador a proteger los valores positívados y formaliza­
dos en el ordenamiento a través de los derechos fundamentales,
reconociendo, en su caso, las titularidades y obligaciones subjetivas que
repute a tal fin necesarias.

Esta garantía por parte de los poderes públicos, y en particular por
parte del legislador, de la vigencia de los derechos fundamentales puede
resultar singularmente apremiante en el ámbito laboral, en el que la
desigual distribución de ,poder social entre trabajador y empresario y la
distinta posición que éstos ocupan en las relaciones laborales elevan en
cierto modo el riesgo de eventuales menoscabos de los derechos
fundamentales del trabajador. Por ello, este Tribunal se ha cuidado de
advertir que nada legitima que quienes presten servicios en organizacio­
nes empresariales por cuenta y bajo la dependencia de sus titulares
«deban soportar despojos transitonos o limitaciones injustificadas de
sus derechos fundamentales y libertades publicas que tienen un valor
central y nuclear en el sistema jirrídico constituciona1», de suerte que~
celebración de un contrato de trabajo no· implica en modo alguno la
privación para una de las partes, el trabajador, de los derechos que la
Constitución le reconoce como ciudadano (... ) y cuya protección queda
garantizada frente a eventuales lesiones mediante el impulso de los
oportunos medios de reparación, que en el ámbito de las relaciones
laborales se instrumenta, por el momento, a través del groceso laboral»
(STC 88/1985, de 19 de Junio, fundamento jurídico 2. ).

Ahora bien, no por ello los derechos que la Constitución garantiza
corno ciudadano al trabajador constituyen un factor de alteración del
entramado de derechos y obligaciones derivados de la relación laboral,
pues, sin perjuicio de que por constraste con las normas constitucionales
puedan ser invalidadas las normas legales o estipulaciones convenciona­
les rectoras de la relación laboral, los derechos fundamentales no añaden
a ésta contenido determinado alguno, ya que no constituyen por sí
mismos ilimitadas cláusulas de excepción que justifiquen el incumpli­
miento por parte del trabajador de sus deberes laborales.

4. Partiendo de estas premisas, no es posible acoger la solicitud de
amparo que los actores, personal no sanitario de la Ciudad Sanitaria de
la Seguridad Social «Virgen del Rocío» y alumnos oficiales de la
Facultad de Derecho de la Universidad de Sevilla, formulan frente a la
Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 22 de mayo de 1987 por
no haber reparado la vulneración del derecho fundamental a la
educación padecida como consecuencia de la denegación por la Direc­
ción del Centro sanitario de su petición de adscripción al tumo de
noche. Se infringe así, a juicio de los actores, el derecho de preferencia
en la elección del turno de trabajo que entienden les reconocen el arto
22.1 del Estatuto de los Trabajadores, el art. 57.2 del Estatuto del
Personal no Sanitario de las Instituciones Sanitarias de la Seguridad
Social, el Acuerdo entre el Instituto Nacional de la Salud y las Centrales
Sindicales de 1984 y, por último, el Convenio numo 140 de la
Organización Internacional del T11lbajo.

,.
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Ahora bien, la existencia de un derecho como éste ha sido negada por
el Tribunal Central de Trabajo en una decisión basada en una
interpretación de las normas legales que no resulta contraria a la
Constitución. En efecto. el arto 22.1 a) del Estatuto de los Trabajadores,
que establece el derecho del trabajador «a una preferencia elegir turno
de trabajo, si tal es el régimen instaurado en la Empresa, cuando curse
con regularidad estudios para la obtención de un titulo académico o
profesional», derecho legal a cuya presunta infracción conectan los
recurrentes la supuesta vulneracIón del derecho constitucional a la
educación, no es aplicable. ex art 1.3 a) del mismo Estatuto, al personal
cuya relación de servicio se regule por normas estatutarias, como ocurre
en el presente caso, en el que la relación de servicio de los ahora
recurrentes con la Ciudad Sanitaria «Virgen del Rocío», de Sevilla,
integrada en la Red de Asistencia Sanitaria de la Seguridad Social de
Andalucía, se rige, segUn se sigue del escrito de la demanda, por el
Estatuto del Personal no Sanitario de las Instituciones de la Seguridad
Social, cuyo arto 57.2, también invocado por los recurrentes, únicamente
prevé, en la redacción dada por la Orden de 27 de diciembre de 1983
(cuyo preámbulo de fonna expresa refiere la inaplicabilidad del Estatuto
de los Trabajadores), la cobertura voluntaria del turno nocturno, sin
referencia directa a la realización de ningún tipo de estudios. No otra
cosa resulta tampoco del Acuerdo sindical de 1984, 'lue permite tan sólo
la adscripción voluntaria al tumo de noche en funCIón de indiferencia­
dos proyectos personales de promoción profesional, ni, por último, del
Convenio núm. 140 de la Organización Internacional de Trabajo que.
con independencia de su carácter de «texto invocable», compartido con
el resto de los Convenios de esa Organización ratificados por España
(STC 8411989, de 10 de mayo, fundamento jurídioo 5.°), tiene como
contenido la denominada «licencia pagada de estudios», que se define
como la ~ncedida a los trabajadores, con fines educativos, por un
períod<? determinado, durante las horas de trabajo 't con pago de
prestaClones económicas adecuadas»- (art. 1), y que nmguna relación
guarda, a los efectos que aquí importan, con el derecho a la elección de
un determinado tumo de trabajo por quienes cursan estudios universita­
rios.

5. En el presente caso. resulta claro que la dirección hospitalaria no
ha limitado de forma directa el ejercicio del derecho a la educación de
la persona,. es decir, no ha tratado de impedir ni prohibir que los dos
empleados suyos que aquí recurren sigan realizando sus estudios.
Urucamente les ha denegado, lo que era materia de concesión discreci~
nal suya. las ventajas de gozar, frente a los demás trabajadores, del
beneficio particular de un turno fijo de noche. No estamos, pu~ ante
una limitación del derecho a la educación de los actores, sino ante la
denegación de una pretensión suya tendente a obtener un derecho, y
también una ventaja, como extraible directamente de un derecho de
hOe~d. ~mitir tal derecho y tal ventaja equivaldria a condicionar la
orgamzaClón productiva en su estructuración al éjercicio de derechos
fundamentales de su personal fuera del tiempo de trabajo.

- Pues bien, aparte de que, como en el relato de la demanda consta y
en la documentación que la acompaña se confirma, la supresión por la
Dirección de.la Ciudad Sanitaria del·turno fijo de noche en el servicio
de ~anteni~ientono impidió a los recurrentes matricularse, al igual que
veman haClendolo antenonnente. como alumnos oficiales en los cursos
correspondientes de la licenciatura de Derecho en la Universidad de
Sevilla '/ como tales proseguir sus estudios, es lo cierto que el sistema
acadérmco ofrece en el nivel universitario diversas posibilidades que no
se contraen a la que los actores parecen presentar como única; sin que,
en todo caso, sea posible integrar en el arto 27.1 de la Constitución, so
capa de la dimensión prestaClonal que junto al contenido primario de

Sala Segunda. Sentencia 13011989. de 17 deju/io. 'Recurso
de amparo 1.383/1987. Contra Sentencia de la Magistra­
tura de Trabajo de Sario. dictada en autos sobre extinción
de contrato. de trabay'o, confirmada e.n suplicación por
Sentencia del Tribuna Central de Trabajo. Vulneración del
derecho a la tutela efectiva: Subsanabilidad de efectos
procesales.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Uorente, Presidente; don Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Díaz EimiJ, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodriguez Bereijo,
Magistrados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL JI EY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm, 1.383/87, promovido por la Sociedad
Cooperativa Limitada «Ediciones Sorianas», representada por la Procu·
radora de los Tribunales doña Maria Jesús González Díez y dirigida por
los Letrados doña Maria Fernández Verdugo y don Saturio Hemández

libertad ha identificado en el derecho a la ¿ducación este Tribunal (STC
86/1985, de 10 de julio, fundamento juridico 3.0

), el derecho constitucio­
nal del trabajador a exigir del empleador, con entera subordinación de
su autonomía organizatoria, la disposición de los tumos de trabajo de
modo tal que resulten compatibles no ya con la educación -en este caso
universitaria- del trabajador, sino más concretamente con la dedicación
requerida por una detenninada opción académica -asistencia a clases
teóricas y prácticas como alumnos oficiales en la Facultad de Derecho
de la Universidad de SeviUa- elegida por el trabajador de entre otras
posibles, aun cuando la modalidad elegIda resulte dificilmente ajustable
al régimen de jornada de trabajo o a los criterios o necesidades
organizatorias del empleador.

Desde el arto 27.1 de la Constitución no puede imponerse al
empresario o empleador la obligación de satisfacer de forma Incondici(}­
nada la pretendida compatibilidad de la asistencia a clases del trabajador
o empleado con el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la
relación de dependencia hasta el punto de que, de no hacerlo, el derecho
fundamental a la educación del trabajador sufriría un padecimiento que,
de no ser reparado jurisdiceionalmente, podria someterse a conoci­
miento de este Tribunal e~ sede de amparo. Entenderlo así seria tanto
como desplazar sobre el emplead,or la carga prestacional del derecho a
la educación. que sólo sobre los poderes publicos pesa. y hacer
responsble a aquél del deber positivo de garantizar la efectividad del
derecho fundamental, que sólo a éstos corresponde, convirtiendo, en fm,
el derecho fundamental a la educación en una imprevisible claúsula
justificativa del incumplimiento por parte del trabajador de sus obliga­
ciones laborales, cualesquiera que sean las medidas organizatorias que el
empleador considere pertinente implantar, sustituyéndolas por otras
hipotética e inllceptablemente derivadas de la norma constitucional que
reconoce el derecho a la educación.

Consecueptemente, en las dificultades que, tan sólo derivadas de su
relación de servicio, hayan podido encontrar en este caso los actores
para hacer compatible la asistencia como alumnos oficiales a las clases
impartidas en la Facultad de Derecho de la Universidad de SeviUa con
el cumplimiento de la jornada de trabajo en la Ciudad Sanitaria «Villen
del Rocío», no cabe apreciar. por las nlZoncs expuestas., la vulneraCión
del derecho a la educación garantizado en el arto 27.1 de la Constitución,
ni desde este preeepto hay, por tanto, tacha constitucional 'que oponer
a la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 22 de mayo de 1987,
que razonablemente considerO que no se habia producido la violación
del derecho a la educación de los recurrentes.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don Andrés Pedro
Jiménez Alvarez y don Antonio Cerrillo PeJigrb.

Dada en Madrid, a diecisiete de julio de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Rubio L1orente.-Antonio Truyol Serra.-Eu~enioDiaz
Eimi1.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José LUIS de Los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Firmados y rubrica­
dos.

de Marco, contra la Sentencia de 29 de mayo de 1987, dietada por la
Magistratura de Trabajo de Saria en los Autos 31/87 sobre extinción de
contrato de trabajo. Han comparecido el Ministerio Fiscal y doña Maria
del Mar Romero Mayor Jiménez, representada por el Procurador de los
Tribunales don Francisco AJvarez del Valle García y dirigida, por el
Letrado don Ricardo J. de Maria Diges. Ha sido Ponente el Magistrado
don Alvaro Rodríguez Bereijo. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro General de este Tribunal el
dia 29 de octubre de 1987,Ia Procuradora de los Tribunales doña Maria
Jesús González Díez, actuando en nombre y representación de la
Sociedad Cooperativa Limitada «Ediciones Sorianas», interpusO recurso
de amparo contra la Sentencia de la Magistratura de Trabajo de Soria,
de 29 de mayo de 1987, dictada enjuicio sobre extinción de contrato de
trabajo, confirmada en suplicación de Sentencia de la Sala Segunda del
Tribunal Central de Trabajo de 15 de septiembre de 1987.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda de amparo son,
en síntesis, los siguientes:

a} El día 13 de f'ebrero de 1987 se interpuso, ante la Magistratura
de Trabajo de Soria, demanda contra «Ediciones Sorianas» por doña


